
En el marco de la Asamblea Ambiental Latinoamericana y Caribeña de Mujeres,
reafirmamos:
Respecto al Cambio Climático: la lucha contra el cambio climático debe estar
profundamente vinculada con la igualdad de género y el reconocimiento de los saberes
territoriales. Las mujeres y disidencias sexo-genéricas deben participar de manera
significativa en la toma de decisiones climáticas, no como figuras consultivas, sino como
actoras políticas con capacidad de incidencia. 

Es urgente garantizar presupuestos con enfoque de género, fortalecer marcos
normativos vinculantes y articular las políticas de género con las políticas climáticas
nacionales. Reconocemos los avances en países como Perú, Costa Rica y Colombia con
sus Planes de Acción de Género y Cambio Climático (PAGCC), y solicitamos que estos
instrumentos tengan indicadores obligatorios de participación y que se implementen con
mecanismos institucionales que aseguren espacios libres de violencia. 

Proponemos la creación de un observatorio de datos interseccionales, el fortalecimiento
de la cooperación intersectorial y el impulso de sistemas de diálogo intercientífico que
reconozcan la diversidad de la sociedad civil y sus conocimientos. La justicia climática
solo será posible si se construye desde la participación plena, informada y
transformadora de las mujeres en toda su diversidad.

En materia de biodiversidad: las mujeres rurales, indígenas y comunitarias de América
Latina y el Caribe enfrentan múltiples barreras estructurales para incidir en la
conservación de los ecosistemas y en la formulación de políticas ambientales tales como
la invisibilización de sus saberes ancestrales, la falta de reconocimiento legal de sus
derechos territoriales, las cargas de cuidado no remunerado, la violencia ambiental y la
criminalización de defensoras del territorio limitan su participación efectiva. A esto se
suman obstáculos como el idioma, la exclusión en espacios políticos, la ausencia de
financiamiento y la falta de procesos de consulta previa que recojan sus cosmovisiones. 

Frente a este escenario, es fundamental que los Estados garanticen la participación real
y decisoria de las mujeres en todos los niveles de gobernanza ambiental, desde lo local
hasta lo internacional. Proponemos la creación y financiamiento de escuelas de
formación ambiental con enfoque de género e interculturalidad, el impulso de proyectos
productivos sostenibles liderados por mujeres, y el establecimiento de redes defensoras
del territorio con acompañamiento institucional. 
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Asimismo, demandamos representación paritaria en las delegaciones oficiales rumbo a
la COP17, la implementación de observatorios de género y biodiversidad, y el
fortalecimiento de sistemas de cuidado que permitan una participación libre, segura y
transformadora. La defensa de la biodiversidad requiere reconocer a las mujeres como
actoras clave en la construcción de políticas ambientales justas, efectivas y con enfoque
de derechos humanos.

En cuanto a la contaminación por químicos: las mujeres están expuestas de manera
diferenciada a químicos tóxicos y de larga duración, tanto por razones biológicas como
por roles de género que las colocan en contacto cotidiano con sustancias tóxicas: desde
disruptores endocrinos en productos de higiene menstrual y cosméticos, hasta
agroquímicos en labores agrícolas y domésticas. 

La contaminación por químicos y desechos tóxicos afecta de manera diferenciada a las
mujeres en América Latina y el Caribe, especialmente a aquellas en situación de
pobreza, mujeres de Pueblos Indígenas, mujeres con discapacidad y mujeres rurales.
Las mujeres almacenan toxinas por más tiempo y absorben con mayor rapidez, la
sobreexposición de la mujer a la contaminación química y el metabolismo sensible único
de la mujer, particularmente durante etapas cruciales de la vida como la pubertad, el
embarazo, la lactancia y la menopausia, hacen que las mujeres sean más susceptibles a
los efectos adversos de la exposición química.

Por lo expuesto antes, solicitamos evaluaciones de impacto ambiental con enfoque de
género, la creación de observatorios de género y medio ambiente, y la recolección e
inclusión de datos desagregados por sexo y por género. Proponemos impulsar alianzas
regionales entre mujeres científicas y activistas, exigir responsabilidad extendida del
productor en los marcos normativos nacionales, y garantizar el derecho a la información
sobre los químicos en productos de consumo. 

Además, solicitamos políticas laborales que protejan la salud de las mujeres, incentivos
para productos orgánicos libres de químicos, y presupuestos específicos para abordar
esta crisis desde una perspectiva interseccional, comunitaria y feminista. La justicia
ambiental requiere reconocer que los cuerpos de las mujeres son territorios vulnerados
por la contaminación, y que su liderazgo es clave para transformar los sistemas que la
perpetúan.

Finalmente, consideramos que cada vez son más los daños ambientales de gran
impacto que afectan directamente los ecosistemas cuya magnitud del daño es tal, que
son irreparables o casi irreparables en tiempo prolongado. Ello atenta directamente
contra las personas que habitan esos territorios, quienes pierden su sustento de vida, se
ven afectadas directamente ya que el daño ambiental causado atenta también contra su
salud, y en consecuencia se vulneran los derechos humanos de las personas, por eso es
fundamental criminalizar el ecocidio en la normativa nacional. 


